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Sobre:  
 
DELITO CONTRA LA 
VIDA Y OTROS 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

 El señor Alvin Hermina Vélez solicita nuestra intervención para que 

revisemos la resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Arecibo, el 26 de mayo de 2016. Mediante el referido 

dictamen, el foro recurrido rechazó la solicitud de traslado del peticionario 

a una institución carcelaria en los Estados Unidos y le advirtió que las 

decisiones administrativas del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación deben revisarse por el Tribunal de Apelaciones.  

  Luego de considerar los méritos de la petición y examinar los 

documentos acompañados al recurso, resolvemos denegar la expedición 

del auto discrecional solicitado. Debe el recurrente agotar los remedios 

administrativos que se detallan más adelante, al cabo de los cuales, si la 

determinación final de la agencia le es desfavorable, podrá entonces 

recurrir ante este foro para la revisión judicial de esa decisión final.     
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Examinemos los antecedentes del recurso y la reglamentación que 

sostienen nuestra decisión. 

I. 

El peticionario extingue una pena de reclusión de 70 años en la 

Institución Penal Guerrero de Aguadilla, luego de resultar convicto por 

asesinato en segundo grado y otros delitos. El 26 de mayo de 2016 

presentó ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, una 

petición de traslado hacia una cárcel en el estado de la Florida, Estados 

Unidos, para poder recibir visitas de su señora madre, quien reside en 

ese estado. Añadió que esta última padece de serias condiciones de 

salud que le dificultan viajar a Puerto Rico. Acompañó copia de una carta 

suscrita por su madre, así como algunas copias de sus evaluaciones 

médicas para evidenciar esa situación.  

El 26 de mayo de 2016, notificada el 31 de mayo de 2016, el foro a 

quo emitió la resolución recurrida, mediante la cual declaró no ha lugar la 

solicitud del peticionario pero le informó que las determinaciones de las 

agencias administrativas se revisan judicialmente ante el Tribunal de 

Apelaciones. De conformidad con esa instrucción, el peticionario presentó 

el recurso de autos. En esencia, reiteró su pedido para que los tribunales 

ordenemos su traslado a una cárcel en Florida, Estados Unidos. Basó su 

reclamo en lo establecido en el Artículo 9(g) del Plan de Reorganización 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación Núm. 2-2011, que 

establece como deber del Secretario enviar a los miembros de la 

población correccional a la institución correccional más cercana posible a 

la localidad geográfica en la que se encuentre su núcleo familiar, sujeto a 

ciertas consideraciones. 

Con esta información, resolvemos disponer el recurso conforme a 

derecho. 
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II. 

- A - 

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal de jerarquía menor. Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 D.P.R. 630, 637 (1999). Este procede para revisar errores 

de derecho en lo procesal y lo sustantivo. Id. Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por tratarse ordinariamente de 

asuntos interlocutorios. En estos casos, sin embargo, debemos evaluar la 

petición a base de los criterios que establece la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, los que definen y dirigen el ejercicio de 

nuestra discreción en la expedición de los autos de certiorari. Veamos.  

Regla 40- Criterios para la expedición del auto de 
certiorari   
 
El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 
orden de mostrar causa:   
 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.   

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.   

C. Si ha mediado perjuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.   

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.   

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.   

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.   

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B R. 40.   

Por otro lado, el Tribunal Supremo ha definido la discreción judicial 

como “el poder para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger 

entre uno o varios cursos de acción” [;] “es una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. 

Véanse, Pueblo v. Colón Mendoza, 149 D.P.R. 630, 637 (1999); Pueblo v. 
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Ortega Santiago, 125 D.P.R. 203, 211 (1990). Tal conclusión debe estar 

avalada por el convencimiento del juzgador de que la decisión tomada se 

sostiene en el Estado de derecho aplicable a la cuestión planteada. Ese 

ejercicio constituye “la razonabilidad” de la sana discreción judicial. 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 D.P.R. 79 (2001); Pueblo v. Sánchez 

González, 90 D.P.R. 197, 200 (1964).   

- B - 

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, expresa que “[s]erá política pública del Estado 

Libre Asociado reglamentar las instituciones penales para que sirvan a 

sus propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los recursos 

disponibles, al tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer 

posible su rehabilitación moral y social”. Tal aspiración se convirtió en 

mandato legislativo mediante la Ley de Mandato Constitucional de 

Rehabilitación, Ley 377-2004, que estuvo vigente hasta el 21 de 

noviembre de 2011, fecha en que fue derogada por el Plan de 

Reorganización 2-2011. No obstante, el mandato que emana de la 

Constitución de Puerto Rico sigue vigente, por lo que la rehabilitación de 

la persona confinada sigue siendo puntal esencial del sistema 

correccional del país.   

Desde su creación, el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación y las agencias predecesoras han intentado hacer realidad 

este objetivo penológico y de amplia dimensión social. En virtud de ello, el 

Plan de Reorganización 2-2011 decreta “como política pública del 

Gobierno de Puerto Rico la creación de un sistema integrado de 

seguridad y administración correccional donde las funciones y deberes se 

armonicen en un proceso facilitador a la imposición de penas y medidas 

de seguridad, así como a la custodia de los ciudadanos que han sido 

encontrados incursos en la comisión de un delito o falta y que establezcan 

procesos de rehabilitación moral y social del miembro de la población 
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correccional o transgresor, a fin de fomentar su reincorporación a la 

sociedad”.  

Como parte de esos esfuerzos, el Departamento de Corrección 

tiene entre sus deberes y facultades la “clasificación adecuada y revisión 

continua de la clientela, conforme a los ajustes y cambios de esta”. Plan 

2-2011, Art. 5(a). Para ello deberá adoptar reglamentos y procesos que 

faciliten esa labor. Plan 2-2011, Art. 7(aa). Asimismo, de acuerdo al Plan 

de Reorganización, el Secretario velará por que se le asegure al 

confinado “ser enviado a la institución correccional más cercana posible a 

la localidad geográfica en que se encuentre [su] núcleo familiar […], 

sujeto a que no se afecte su plan institucional, no conlleve un riesgo a su 

seguridad y exista la disponibilidad de espacio en la referida facilidad”. 

Artículo 9 (g), Plan de Reorganización. 

Los traslados entre instituciones correccionales están regulados 

por el Manual para la Clasificación de Confinados, Reglamento Núm. 

8281 de 30 de noviembre de 2012 (Reglamento 8281). El principio 

fundamental de toda solicitud de traslado es “ubicar al confinado en la 

institución menos restrictiva posible para la cual el confinado cualifique 

dentro de las normas correspondientes”. Sección 8 (II) (B) del 

Reglamento 8281. Existen tres tipos de traslados, a saber: (a) las 

solicitudes de traslado generadas por la institución; (b) los traslados de 

emergencia; y (c) los traslados por motivos médicos, psiquiátricos y de 

salud mental. Sección 8 (IV) del Reglamento 8281.   

Existen dos modalidades para procesar las solicitudes de traslado: 

una para los confinados sumariados y otra para los confinados 

sentenciados. En el segundo caso, el procedimiento a seguir es el 

siguiente:   

En el caso de un confinado en estatus de sentenciado, la 
petición solicitada a instancias del confinado o del personal, 
será presentada por el técnico de servicios sociopenales al 
Comité de Clasificación y Tratamiento de la institución para 
su evaluación y recomendación.   
 
La petición del Comité será enviada a la División Central de 
Clasificación si la misma responde a una petición de 
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traslado entre instituciones.  La determinación final de 
ubicación se le enviará a la Oficina de Manejo de Control de 
Población.   
 

Sección 8 (IV) (B) del Reglamento 8281.  

Según se desprende de la reseña anterior, una vez emitida la 

recomendación del Comité de Clasificación y Tratamiento, le compete a la 

División Central de Clasificación emitir la determinación final sobre el 

traslado solicitado entre instituciones, que es el tipo de traslado que 

solicita el señor Hermina Vélez.   

Asimismo, el Reglamento 8281 decreta los pasos a seguir por la 

División Central de Clasificación para hacer esa determinación final:   

1. Revisar los fundamentos de la solicitud para un 
traslado entre instituciones;   

2. Revisar la puntuación inicial o de reclasificación actual 
del confinado en la escala de evaluación de custodia y 
el nivel de custodia al presente;   

3. Revisar las puntuaciones de necesidades presentes 
del confinado;   

4. Revisar el Formulario de Clasificación de Salud más 
reciente sobre el confinado y cualquier información 
especial sobre vivienda que sea pertinente;   

5. Comprobar que el nivel de custodia actual del 
confinado y sus necesidades de programas 
concuerdan con los que ofrece la institución a la cual 
se pide traslado;   

6. Devolver los documentos a la institución que haya 
presentado la solicitud para que sean corregidos o 
aclarados, si fuera necesario;   

7. Emitir una decisión final sobre la solicitud.   

8. Enviar la decisión del traslado entre instituciones a la 
Oficina de Manejo de Control de Población para su 
ubicación.   

9. La División Central de Clasificación podrá intervenir en 
decisiones de traslados entre confinados de entenderlo 
necesario por razones de seguridad, problemas de 
espacios u otras situaciones.   

Sección 8 (IV) (C) del Reglamento 8281.   

Además, al elaborar una determinación final conforme los pasos 

reseñados, la División Central de Clasificación podrá tomar en 

consideración los siguientes factores:   

1. El control de la población y razones de manejo;   

2. Cambios en el nivel de custodia del confinado;   

3. Comportamiento continuo que represente un serio 
problema de adaptación, que no se ajuste a las 
normas institucionales y al plan institucional para el 
confinado;   

4. Recomendación del Tribunal;   
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5. Necesidades de cuidado médico o de tratamiento; (No 
discrecional);   

6. Necesidades de tratamiento psiquiátrico o psicológico; 
(No discrecional);   

7. Riesgo de fuga;   

8. Ubicar al confinado más cerca de su hogar y su 
familia, y/o para aumentar las visitas al confinado;   

9. Permitir que el confinado participe en los programas 
educativos, de trabajo o de otro tipo recomendados;   

10. Traslado de custodia protectiva a la población general; 
y;   

11. Traslado de segregación administrativa a la población 
general.   

Sección 8 (II) (A) del Reglamento 8281. (Énfasis suplido).   

Es decir, la División Central de Clasificación tiene que emitir la 

determinación final a base de estos criterios o parámetros, los que debe 

comunicar a la parte afectada, para evitar la apariencia de arbitrariedad o 

de trato desigual o injusto de la persona confinada que solicita el traslado. 

Son estos los factores que delimitan y garantizan el debido proceso de ley 

de estas personas. Véase, López v. Administración de Corrección, 174 

D.P.R. 247, 257 (2008). De no estar de acuerdo la persona confinada con 

la decisión final tomada por la División Central respecto a su solicitud de 

traslado, tiene que recurrir a este foro apelativo, con un recurso de 

revisión judicial, en el plazo jurisdiccional establecido. La revisión de esa 

decisión es jurisdicción exclusiva de este foro judicial. Así lo advirtió el 

Tribunal de Primera Instancia al peticionario. 

III. 

En el caso ante nuestra consideración, el peticionario solicitó al 

Tribunal de Primera Instancia su traslado de una institución carcelaria a 

otra pero el aludido foro se negó a atender los méritos de su reclamo. El 

Tribunal de Primera Instancia, como advertimos, no es el foro encargado 

de evaluar y conceder solicitudes de esta índole. Tampoco lo es el 

Tribunal de Apelaciones en primera instancia. Le corresponde a la 

División Central de Clasificación disponer del asunto mediante la 

concesión o denegatoria fundamentada de la petición de traslado. Por 

esta razón, no abusó de su discreción el foro recurrido al no considerar 

los méritos de la petición de traslado.  
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Ahora bien, mediante el presente recurso el señor Hermina Vélez 

nos solicita revisar la denegatoria del tribunal a considerar su petición y 

reitera la necesidad de ser trasladado a una institución carcelaria en 

Estados Unidos, debido a que es allí donde, según alega, se encuentra 

más cerca de su núcleo familiar. Sin embargo, del expediente no se 

desprende que el peticionario haya solicitado el traslado al técnico socio 

penal, ni mucho menos que la División Central de Clasificación haya 

emitido una resolución final revisable por el Tribunal de Apelaciones.  

En el descargo responsable de nuestras funciones judiciales, 

reiteramos al peticionario que solo podemos revisar la determinación 

relativa a su traslado, de no serle favorable, luego de que presente su 

petición a la División Central de Clasificación y esta emita la 

determinación final que deniegue su solicitud. Conforme a la Sección 8 

del Reglamento 8281, el técnico socio penal es la persona designada 

para presentar la solicitud de traslado ante el Comité de Clasificación y 

Tratamiento de la institución para su evaluación y recomendación. Por lo 

tanto, el primer paso es requerir la intervención del técnico socio penal 

para que solicite su traslado ante el Comité de Clasificación y Tratamiento 

concernido, con el propósito de estar más cerca de su hogar y su familia. 

Luego de que dicho organismo rinda una recomendación, la petición será 

enviada a la División Central de Clasificación, quien tiene a su cargo 

revisar la solicitud y determinar si, de acuerdo a las necesidades del 

peticionario, es posible ordenar su traslado. Si luego de los trámites 

correspondientes el peticionario no está conforme con la decisión de la 

División Central de Clasificación, deberá agotar los remedios apelativos 

administrativos ante la propia agencia. Entonces, en caso de no 

prevalecer en su apelación a nivel administrativo, podrá acudir mediante 

la presentación de un recurso de revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones. Hasta entonces, cualquier otro pronunciamiento de nuestra 

parte sería inoportuno. 
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Por lo dicho, y acogido el recurso de autos como uno de certiorari, 

resolvemos que no procede nuestra intervención en este momento, pues 

la determinación del Tribunal de Primera Instancia al declararse sin 

jurisdicción fue correcta en derecho. Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. Tampoco tiene 

este foro jurisdicción original para atender el asunto del traslado del 

peticionario. Solo podemos ejercer nuestra jurisdicción revisora sobre una 

determinación final de la División Central de Clasificación del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación. No tenemos esa 

determinación ante nos.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se deniega la expedición del auto 

de certiorari. Tampoco tiene este foro apelativo jurisdicción original para 

atender el asunto planteado en esta etapa del proceso. 

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
   Dimarie Alicea Lozada 

       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


